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Este informe se concentra en dos comunidades indí- 
genas del Alto San Jorge: la comunidad emberá de Dochama y 
el pueblo zenú del Alto San “forge, habitantes de los municipios 
de San José de Uré, Montelíbano, Puerto Libertador, La 
Apartada y Planeta Rica. El documento está construido 
desde la perspectiva de sus derechos a la tierra, al territorio 
y a vivir en paz. Para ello, el informe hace un acercamien- 
to a la historia de poblamiento de dichas comunidades y 
al contexto económico general de la zona y de conflicto 
armado. 


A continuación se muestran las dificultades que han 
tenido las comunidades para garantizar el reconocimiento 
de su derecho al territorio a través de los mecanismos legal- 
mente constituidos, a la par que ocurría el crecimiento de 
la titulación minera en la subregión. Estos hechos eviden- 
cian la falta de voluntad política de los Gobiernos nacio- 
nales y regionales, en contravía con los avances en materia 
de reconocimiento de derechos para los pueblos indígenas 
en Colombia. Posteriormente, a partir de una lectura del 
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contexto, se presentan las principales vulneraciones a los 


Derechos Humanos sufridas por los miembros de estas co- 


munidades, producto del control social y territorial de los 
actores armados, particularmente los asesinatos, el recluta- 
miento forzado y la violencia sexual. 


Finalmente, el informe presenta un recorrido por las 
capacidades organizativas de estas comunidades, que, en 
medio del conflicto armado y la inoperancia estatal para 
garantizar sus derechos, han construido y mantenido es- 
tructuras organizativas y experiencias propias de regulación 
social, que bien pueden ser una base para la construcción 
de paz territorial siempre y cuando exista una acción con- 
tundente de parte del Estado colombiano para garantizar 
sus derechos. 





Recomendaciones 


Al Gobierno nacional 


% Constituir el Resguardo Indígena Emberá de Dochama, ubicado 
en el municipio de San José de Uré. 


% Realizar acciones dirigidas a la ampliación del Resguardo 
Indígena Zenú del Alto San Jorge. 


<% Implementar acciones inmediatas para superar la grave situa- 
ción humanitaria de los pueblos indígenas zenú y emberá katío del Alto 
San Jorge. 


% Generar inmediatamente, con los pueblos indígenas zenú y em- 
berá katío del Alto San Jorge, investigaciones sobre la violencia sexual en 
el marco del conflicto armado y acciones informativas concretas sobre las 
rutas de atención para casos de violencia de género y contra las mujeres. 


% Apoyar al pueblo zenú en la consolidación de la experiencia ade- 
cuada para gestionar las trasferencias para el desarrollo autónomo de sus 
propios proyectos de inversión. 
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4% Dar celeridad a los procesos judiciales para establecer la respon- 
sabilidad de los crimenes cometidos en contra de líderes, lideresas y miem- 
bros de las comunidades indígenas en el sur de Córdoba. 


4% Reconocer la presencia de estructuras armadas ilegales posdes- 
movilización del paramilitarismo y su actual proceso de consolidación 
organizativa y territorial. Actualizar la información sobre el accionar de 
estas organizaciones y, a partir de allí, establecer estrategias localizadas 
destinadas a su desestructuración. 


% Implementar mecanismos adecuados de protección a la pobla- 
ción civil, organizaciones, lideres, lideresas y miembros de las comunida- 
des indígenas que denuncian hechos victimizantes por parte de los actores 
armados. 


% Implementar adecuadamente el derecho fundamental a la con- 
sulta previa, libre e informada, para el reconocimiento de los derechos de 
los pueblos indígenas zenú y emberá katío del Alto San Jorge y generar los 
mecanismos apropiados para garantizar su derecho a la participación. 


4% Promover escenarios de justicia comunitaria y de resolución pa- 
cífica de conflictos que permitan construlr procesos y esquemas de convi- 
vencia a partir de las experiencias de Guardia Indígena de las comunidades 
del Alto San Jorge y Dochama; escenarios que paulatinamente reemplacen 
aquellos de justicia privada y amplíen su legitimidad. 


% Suspender el otorgamiento de concesiones mineras en el sur del 
departamento de Córdoba hasta tanto no se establezca un ordenamiento 
territorial minero consensuado con las comunidades involucradas. 


O Establecer diferentes mecanismos destinados a promover la for- 


malización de la minería informal en la que participan comunidades indí- 
genas del sur del departamento. 


% Realizar seguimiento a los acuerdos entre el pueblo indígena 
zenú y Cerro Matoso, y generar espacios de diálogo para la participación 
de la comunidad en dicho seguimiento. 
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A la Gobernación de Córdoba 


% Desarrollar acciones y generar espacios de apoyo a las Guardias 
Indígenas de los pueblos indígenas zenú y emberá katío del Alto San 
Jorge que contribuyan a la legitimidad de estas experiencias organizativas 
autónomas. 


A las alcaldías 


4% Generar mecanismos de articulación con las instancias organiza- 
tivas de los pueblos indígenas zenú y emberá katío del Alto San Jorge para 
el ordenamiento territorial. 


<% Acompañar a las autoridades de pueblos indígenas zenú y embe- 


rá katío del Alto San Jorge en las acciones organizativas que las comunida- 
des autónomamente decidan. 








os pueblos 
LIME 
San Jorge, sur de 


ordoba 


Los pueblos indígenas del departamento de Córdoba 
pueden agruparse en tres bloques de poblamiento: Alto 
Sinú, Alto San Jorge y Bajo Sinú. En el alto Sinú se ubica 
el pueblo emberá katío, habitante del Resguardo Alto Sinú, 
Esmeralda Cruz Grande e lwagadó, con una población de 4.148 
personas para 2013 (CGJ, 2013). Este pueblo es reconocido 
por enfrentar los impactos de la construcción y puesta en 
funcionamiento de la Represa de Urrá desde 1995. 


En el bajo Sinú, desde el municipio de San Andrés de 
Sotavento hasta Sincelejo en Sucre, se encuentra el pueblo 
indígena zenú, con una población de 21.988 personas quie- 
nes habitan el Resguardo Indígena Zenú de San Andrés de Sotavento 
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(Ministerio de Cultura, s.f.), que cuenta con reconocimiento 
colonial desde 1773. Por último, en las estribaciones orien- 
tales del Nudo de Paramillo, sobre el nacimiento del río 
San Jorge, se ubica el tercer bloque de poblamiento indíge- 
na, en donde habitan tres parcialidades indígenas: dos pue- 
blos emberá katío —Quebrada Cañaveral y Dochama—, y 
el pueblo zenú del Alto San Jorge. 


El presente informe se concentra en dos de las 


parcialidades indigenas del Alto San Jorge: la comun:- 


dad emberá katío de Dochama y el pueblo zenuú del Alto 
San Jorge, habitantes de los municipios de San José de 
Uré, Montelíbano, Puerto Libertador y La Apartada. 


Estas comunidades viven en una región donde históri- 
camente se han presentado los más altos índices de conflic- 
tividad armada del país, determinados por la presencia y 
accionar en diferentes momentos de los grupos guerrilleros 
Ejército Popular de Liberación (EPL), las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC), los grupos parami- 
litares Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) y diversos 
grupos armados posdesmovilización, en adelante GAPD. 


La ubicación de estos pueblos obedece a procesos de 
poblamiento relacionados con la disputa por el territorio: 
desde el siglo XVI, en la zona de Montelíbano y San José 
de Uré, se crearon asentamientos dedicados a la explota- 
ción de yacimientos auríferos en el Alto San Jorge. El pro- 
ceso de colonización de Córdoba se realizó de norte a sur y 
de la planicie caribeña a la zona montañosa, lo que generó 
una economía más extractiva que productiva, y de control 
concentrado y excluyente de la propiedad de la tierra. Para 
la década de los sesenta del siglo XX, la expansión terrate- 
niente era evidente por la apropiación violenta de predios 
baldíos que el Ministerio de Agricultura había adjudicado 
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en 1944 a un número significativo de pequeños propieta- 
rios. En este proceso, las comunidades indígenas fueron las 
primeras expulsadas hacia las zonas montañosas (USAID, 


2011). 


El desarrollo del conflicto armado en la región ha es- 
tado vinculado a la presencia de importantes enclaves de 
economías legales e ilegales de carácter extractivo: cultivo 
de hoja de coca, minería informal de oro y el proyecto mi- 
nero de extracción de níquel a cielo abierto más grande 
del continente: Cerro Matoso. Su cercanía con los puer- 
tos de Urabá vía Valencia y la Bahía de Cispatá en el mar 
Atlántico ha hecho de su territorio un lugar estratégico para 
las diferentes fases de producción y transporte asociadas al 
narcotráfico. 


Este contexto ha generado muúltiples vulneracio- 
nes a los derechos fundamentales de estos pueblos, 


particularmente a la vida, la cultura y el territorio. 
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Figura 1. Ubicación de pueblos indigenas emberá katio de Dochama 
y zenú del Alto San Jorge 
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Ubicación territorial del pueblo 


indígena emberá katío de 


Dochama 


La comunidad indígena emberá de Dochama habita 
en la zona rural del municipio de San José de Uré y se con- 
forma por 253 personas (Cabildo Indigena de Dochama, 
2014) que habitan en tres asentamientos: (1) Batatadó, (11) 
Dochama y (111) El Bosque. Aunque estrechamente relacio- 
nado con la población del Resguardo Quebrada Cañaveral, 
que se ubica a 35 kilómetros, cuenta con estructuras de go- 
bierno claramente diferenciadas. 


Su historia está determinada por las dinámicas de po- 
blamiento emberá que, a partir de la segunda mitad del 
siglo XX, terminó con la creación de asentamientos en el 
suroriente del departamento de Córdoba y el noroccidente 
de Antioquia, en búsqueda de tierras y recursos. Desde la 
década del sesenta, se presentaron dos olas migratorias ha- 
cla este sector, la primera generada por conflictos internos 
alrededor de la práctica del jalbanismo (ver recuadro) y la 
búsqueda de territorios baldíos, y la segunda, hacía finales 
de los ochentas, por causa del conflicto armado (ONICG, 


2012). 


Como parte de este proceso, la comunidad de 
Dochama ha venido definiendo y restringiendo su te- 
rritorio y desarrollando acciones para su reconoci- 
miento, al tiempo que enfrenta diversas afectaciones 
asociadas al conflicto armado, que se describen en 
este informe. 
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Una figura funda- 
mental para la etnia 
emberá katío es el 
jalbaná, no solo 
como médico tradi- 
cional, sino también 
como mediador de 
las relaciones inter- 
nas y externas de la 
comunidad con su 
entorno natural; por 
este medio genera, 
un efectivo meca- 
nismo de control 
social. El poder del 
jalbaná radica en la 
capacidad que tiene 
de entablar relación 
los espíritus o ¡ais de 
las cosas, volviéndo- 
los sus aliados para 
curar o agredir: 


¡CU ol 
ser usado para ha- 
cer bien a su grupo 
social, pero tam- 
bién puede hacer el 
mal; si cura la tierra 
y a los hombres, 
igualmente puede 


enfermarlos; si pro- 
picia la abundancia, 
puede traer la esca- 
sez. Así, la actitud de 
los emberá frente a 
él es ambivalente, es 
respetado y querido 
y, a la vez, es temido 
y puede llegar a ser 
odiado, perseguido 
y muerto. (Vasco, 


1993). 


La muerte de un 
ENS 
una pérdida difícil 
de superar para una 
comunidad, pues 
dificilmente puede 
remplazarse por 
otro proveniente de 
afuera, sin correr el 
riesgo de que este 
ataque a la comu- 
nidad. Las guerras 
espirituales entre jal- 
banás son comunes 
en esta etnia y pue- 
den llegar a generar 
el desplazamiento 
de familias enteras 
que dependen de un 
Jalbaná particular. 


Para el caso de 

la comunidad de 
Dochama, esta 
contaba con tres 
Jalbanás, uno de 
FRIA EF 
Wasuruca Chiniwa, 
fue asesinado por 

la guerrilla en los 
O EOS 
restantes se despla- 
zaron hacia el casco 
urbano de Tierralta, 
dentro de la ola de 
movilidad que ge- 
neró la construcción 
de la Represa de 
Urrá. Desde enton- 
ces la comunidad ha 
sobrevivido sin una 
figura central de re- 
lacionamiento con el 
territorio y cohesión 
comunitaria, viéndo- 
se obligada a recrear 
nuevos referentes 

de autoridad que le 
orienten en medio 
de la dificil situación 
territorial y humani- 
taria que enfrenta. 
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44 años después de radicada la primera solicitud de 
formalización de sus territorios indígenas, a la fecha no se 
ha constituido el Resguardo. Esta situación aumenta su 
vulnerabilidad frente a la grave situación humanitaria que 
viven y se convierte en un obstáculo grave para el ejercicio 
pleno de otros derechos. 


Ubicación territorial del pueblo 


indígena zenú del Alto San Jorge 


Para el año 2014, del pueblo indígena zenú del Alto 
San Jorge hacían parte 17.047 personas organizadas en 56 
cabildos o cacicazgos menores, ubicados en zonas rurales y 
urbanas de los municipios de Montelíbano, San José de Uré 
y La Apartada, los cuales están adscritos a un Cacicazgo 
Mayor ubicado en Puerto Libertador (Resguardo Indígena 
Zenú del Alto San Jorge, 2014b). Aunque su población es 
descendiente directa del pueblo zenú de San Andrés de 
Sotavento, su historia colectiva, contexto territorial y estruc- 
tura de gobierno le brindan una identidad diferenciada y 
autónoma como pueblo indígena zenú del sur de Córdoba. 


La historia de este pueblo empieza hacia la segunda 
mitad del siglo XX, momento en que se presenta una gran 
ola de poblamiento que configuraría toda la región del sur 
del departamento. Campesinos que huían de la violencia 
bipartidista de Antioquia, así como indígenas desplazados 
por la consolidación de las grandes haciendas ganaderas en 
la zona centro y norte de Córdoba, arribaron a esta región 
en búsqueda de un nuevo territorio donde desarrollar sus 
vidas. Poco después de su llegada, se pondría en marcha 
el proyecto de minería a cielo abierto para la extracción 
de níquel que, tomando prestada la toponimia indígena, se 
bautizaría desde entonces Cerro Matoso. 
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Como parte del proceso de consolidación territorial 
de este proyecto, la región se transformó en un importante 
distrito minero para la extracción de níquel, carbón, oro 
y materiales de construcción. Fuertes procesos de acapa- 
ramiento territorial, asociados principalmente al extracti- 
vismo, han acarreado la vulneración de los derechos a la 
vida digna, el territorio, el medio ambiente sano y la salud 
de este pueblo indígena. De igual manera, el proceso orga- 
nizativo en defensa de sus derechos ha implicado persecu- 
ciones, amenazas y asesinatos, hechos que en su mayoría se 
encuentran en situación de impunidad. 


Desde el 2014, el pueblo indígena cuenta con el re- 
conocimiento de un Resguardo de 905 hectáreas en 
zona rural de Puerto Libertador. Los indígenas reco- 
nocen este como el resultado de un arduo proceso de 
movilización social, pero que resulta insuficiente de 
cara a sus necesidades y derechos vulnerados. 


Recalquemos una vez más que la población total indí- 
gena es de 17.047 personas y el Resguardo comprende ape- 
nas 905 hectáreas en las que se alojan apenas 300 familias 
aproximadamente. 


Contexto del Alto San Jorge 


En el sur del departamento de Córdoba, confluyen 
la llanura del Caribe con las estribaciones de la cordillera 
de los Andes, así como los ecosistemas del Pacífico, de allí 
su riqueza en términos socioambientales. Al llegar al nor- 
te del departamento de Antioquia y el sur de Córdoba, la 
cordillera occidental conforma el Nudo del Paramillo que 
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se abre en tres: la serranía de Abibe al occidente, la serra- 
nía de San Jerónimo al centro y la serranía de Ayapel al 
oriente. En medio de las tres serranías, nacen los ríos Sinú 
y San Jorge. La zona que correspondiente a la cuenca del 
río San Jorge comprende los municipios de Montelíbano, 
Puerto Libertador, La Apartada y San José de Uré y se ar- 
ticula en gran medida con las dinámicas del bajo Cauca 
antioqueño!. 


Algunas de las características más sobresalientes de la 
región tienen que ver con la existencia de amplias pobla- 
ciones rurales campesinas, afrodescendientes e indígenas, 
así como de zonas ambientalmente estratégicas como el 
Parque Nacional Natural Paramillo (PNNP). La presencia 
de empresas de extracción de minerales como níquel, car- 
bón y oro, y de amplias franjas de cultivos de uso ilícito, 
ligada a la sucesiva actividad de actores armados ilegales 


en disputa por el territorio, son también factores que se de- 


ben tener en cuenta al momento de plantear alternativas 
de construcción de paz territorial para la zona. 


I- Esta subregión se ubica en las estribaciones de la cor- 
dillera central entre las serranías de Ayapel y San Lucas, 
sobre las cuencas de los ríos Cauca y Nechí, ocupa una 
extensión de 8.485 kms2, la componen seis municipios de 
Antioquia: Caucasia, El Bagre, Nechí, Tarazá, Cáceres y 
Zaragoza. La minería es el renglón más importante de su 
economía. 





La ganadería extensiva y la mediana y gran minería 
son las actividades principales de la región, hecho recono- 
cido por los diferentes Planes de Desarrollo municipales, 
sectores que generan graves conflictos territoriales con co- 
munidades campesinas e indígenas. Para el 2005, el índice 
de pobreza por necesidades básicas insatisfechas (NBI) en 
Córdoba fue calculado en 59 %, considerablemente supe- 
rior al nacional de 27,7 %. En cuanto a los municipios del 
sur del departamento, en todos el indicador es superior al 
nacional, y en Puerto Libertador y San José de Uré es más 
alto que en los demás municipios. 


Tabla 1. Pobreza por NBI en el sur de Córdoba 
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Las comunidades indígenas de la región se dedican 
a la agricultura de subsistencia, las explotaciones foresta- 
les, la pesca, la extracción de especies menores y, en menor 
medida, la caza, las artesanías y el transporte. Mantienen 
sistemas propios de manejo de semillas, los sistemas de 
intercambio dependen de los jefes de los núcleos familia- 
res y utilizan frecuentemente la mano de obra familiar. El 
PNNP y su zona de influencia ha sido fundamental para 
el desarrollo de determinadas actividades económicas, 
administrativas y culturales de la región: las prácticas de 
las comunidades indígenas; pero, al mismo tiempo, es un 
sitio estratégico para la siembra de cultivos de uso ilícito 
(Parques Nacionales Naturales de Colombia, 2016). 


Extractivismo minero 


El sur del departamento cuenta con importantes yaci- 
mientos de recursos minerales como carbón, oro en Ayapel 


y ferroniquel en Montelíbano, explotados por Cerro 


Matoso. Según el Catastro Minero, los títulos otorgados a 
esta empresa datan de 1990, cuando se concedió la explo- 
tación sobre un área de 685 hectáreas. Luego, en 1999, se 
concedió la explotación sobre 52.162 hectáreas adiciona- 
les, en 2006 se sumaron 8.196, en 2008 otras 22.353 y en 
2010 se añadieron 1.593, para un total de 84.989 hectáreas 
(Cinep/PPB 20160). 


Además de Cerro Matoso, en Puerto Libertador se 
presenta extracción de carbón a cielo abierto en la vere- 
da La Guacamaya, por parte de la empresa Carbones del 
Caribe, la cual vende su producto principalmente a Gerro 
Matoso S.A. en Montelíbano y a Cementos Argos S.A. 
en “Lolú Viejo para producción de energía (Municipio de 
Puerto Libertador, 2012). En Montelíbano existe minería 
aurífera y de arrastre (Municipio de Montelíbano, 2012). 
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En la zona es notorio el cambio drástico en el uso 
del suelo como consecuencia de la expansión de los 


proyectos de explotación minera por parte de gran- 


des compañias. 


Para 2014 existían 114 títulos mineros en el departa- 
mento de Córdoba, con una extensión de 164.818 hectá- 
reas. Además del níquel existen 19 yacimientos auríferos 
(24.488,12 has); 48 materiales de construcción (5.330,2 
has); 25 de carbón (107.783,5 has); y 18 títulos para explo- 
tación de caliza (7.491,9 has) (Cinep/PPB 20160). 


Asociada a la unidad agrícola, la minería artesanal de 
oro es practicada desde hace cinco décadas. Se trata de una 
minería hecha a través de técnicas como barequeo, molino 
hidráulico, cincel, y en varios casos mercurio. Existen de he- 
cho algunas organizaciones mineras de indígenas zenúes y 
campesinas registradas desde los noventas. Recientemente 
la minería de oro bajo esta y otras técnicas más agresivas, 
como retroexcavadoras, se ha convertido en una estrategia 
de financiamiento importante para los GAPD, sobre todo de 
cara a sus facilidades de venta del mineral (Serrano, 2016). 


Conflicto armado en el sur de 


Córdoba 


El departamento de Córdoba ha vivido diferentes 
etapas de violencia relacionadas con la tierra y el control 
territorial. Desde los años cuarenta del siglo XX, con la 
época de la violencia bipartidista, las guerrillas liberales se 
opusieron al despojo de tierras, además, se registra la ac- 
ción del Sindicato de Trabajadores Agrícolas del San Jorge 
que conformó colonias campesinas, algunas de las cuales 
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llegaron a ser corregimientos, como un actor que se opuso 
al despojo. Para los sesenta del mismo siglo, terratenientes 
y comerciantes empezaron despojos de tierras apoyados de 
sicarios, engaños y trampas judiciales (Negrete, 2012). 


Posteriormente, el departamento comenzó a te- 
ner una fuerte influencia de las guerrillas del Ejército 
Popular de Liberación (EPL) y de las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC), que para comien- 
zos de los ochenta empezó a operar en los límites con el 
departamento de Antioquia. También, desde el departa- 
mento de Córdoba, fue determinante la expansión del pa- 
ramilitarismo hacia otras regiones del país. Esto también 
fue producto de su consolidación asociada al narcotráfico. 
Para los años noventa, el control era casi absoluto en toda 
la región por parte de las Autodefensas Campesinas de 
Córdoba y Urabá (ACCU) en 1994 y luego por las AUC en 
1997 (Observatorio del Programa Presidencial de Derechos 
Humanos y DIH, 2009). 


La estrategia paramilitar, luego de 1997, desarrolló 
tres grandes estructuras en el departamento: Frentes Sinú, 
Abibe y San Jorge, que pertenecieron a la estructura del 
Bloque Córdoba que lideró Salvatore Mancuso. Estos fren- 
tes operaron en Tierralta, Puerto Libertador, Montelíbano, 
La Apartada, Planeta Rica, Sahagún, Ciénaga de Oro, 
Pueblo Nuevo y Montería, la cual se desmovilizó en 
2006. El Bloque Héroes de “Tolová, al mando de Diego 
Fernando Murillo, alias “Don Berna”, operó en Tierralta y 


Valencia y se desmovilizó en 2005 y, finalmente, el Bloque 


Elmer Cárdenas, al mando de alias “El Alemán”, ope- 
ró en Canaletes y Las Córdobas (Misión de Observación 
Electoral 8£ Corporación Nuevo Arcoiris, s.f.). 


El conflicto armado en el Nudo del Paramillo ha teni- 
do profundas repercusiones sobre la población civil. Entre 
1997 y 2002, la alta tasa de homicidios y los desplazamientos 
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forzados se debieron a las disputas entre las FARC y las 
AUC por el control de la región”. Entre 2003 y 2013, las 
violaciones a los derechos de la población civil se asocian a 
las disputas entre GAPD y la confrontación entre la fuerza 
pública y las FARC (Fundación Ideas para la Paz, 2014). 


Los municipios del sur del departamento, ubica- 


dos en el área de influencia de la mina de níquel, han 
sido considerados los más críticos en términos de 
violaciones a los derechos humanos ocurridas en el 
marco del conflicto armado interno. 


Tierralta, Montelíbano y Puerto Libertador, se en- 
cuentran en la tendencia de municipios en los cuales ocu- 
rrieron con mayor frecuencia las diferentes modalidades 
de violencia contra la población civil: más de 30 asesinatos 
selectivos, cinco o más masacres, más de 30 desaparecidos, 
más de 30 secuestros y más de 10.000 desplazados forzados, 
entre finales de la década de los noventas del siglo XX y el 
primer lustro del 2000. Posteriormente a este periodo de 
alta intensidad de violaciones a los derechos humanos de la 
población de la región, el área titulada para extracción mi- 
nera incrementó notoriamente (Anaya « Coronado, 2014). 


2 En 1998, las AUG incursionaron en Puerto Libertador 
y Montelíbano, a lo cual las FARC respondieron con ata- 
ques a la base La Secreta de las AUC en el corregimiento 
de Bajirá Mutatá y a la base de "Lolová en Tierralta. Para 
finales de ese año, las FARC tenían el control de los corre- 
gimientos de Juan José, La Rica y Puerto López en Puerto 
Libertador y sobre Montelíbano, mientras que las AUC 
se ubicaron en Toledo, Buriticá, Cañasgordas, Giraldo e 
Ituango. 
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En 2003 se firmó el acuerdo de Santa Fe de Ralito en 
Tierralta, en donde las AUC. acuerdan iniciar una etapa 
de negociación con el Gobierno nacional, que llevó a una 
desmovilización de estructuras y a una reconfiguración de 
la presencia de actores armados en el Nudo del Paramillo. 
Con la desmovilización, en 2005 y 2006 ocurrió una ruptu- 
ra de las estructuras del narcotráfico, que tuvo como con- 
secuencia la continuidad del fenómeno paramilitar a partir 
del surgimiento de agrupaciones armadas que buscaban 
copar los espacios dejados por los paramilitares desmovi- 


lizados y así controlar las rutas terrestres y fluviales para 


transportar la cocaína (Misión de Observación Electoral y 
Corporación Nuevo Arcoíris). 








Derechos territoriales 


ILEANA 


San Jorge 


Los derechos territoriales de los pueblos indígenas es- 
tán reconocidos en la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas de 2007 y el 
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT) de 1989. En estos instrumentos se establece que: 


% Los pueblos indígenas tienen derecho a las 
tierras, territorios y recursos que tradicionalmente han 
poseído, ocupado o adquirido de otra forma. 


% Los Estados asegurarán el reconocimiento y 
protección jurídica de esas tierras, territorios y recut- 
sos, respetando debidamente las costumbres tradicio- 
nales y los sistemas de tenencia de la tierra. 
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% Los pueblos indígenas no serán desplazados 
por la fuerza de sus tierras O territorios, y que no se pro- 
cederá a ningún traslado sin su consentimiento libre, 
previo e informado. 


% El derecho de consulta previa, mediante pro- 


cedimientos apropiados, cada vez que se prevean me- 
didas legislativas o administrativas susceptibles de afec- 
tarles directamente. 


En el ámbito interno, la Corte Constitucional recu- 
rrentemente ha protegido el derecho a la tierra y al terri- 
torio de las comunidades indígenas, en el entendido que 
“para estos pueblos, la tierra está íntimamente ligada a su 
existencia y supervivencia desde el punto de vista religio- 
so, político, social y económico; no constituye un objeto de 
dominio sino un elemento del ecosistema con el que inte- 
ractúan” (Corte Constitucional, 2014, n. 2.3.1.8). De esta 
forma, corresponde al Estado colombiano garantizarles un 
territorio colectivo en el que desarrollen su cultura y su pro- 
yecto de vida, y su participación en la planeación y adop- 
ción de medidas en el marco de los procesos de delimitación 
territorial, exploración y explotación de recursos naturales 
en sus tierras. Á continuación, se expondrán algunas de las 
vulneraciones al derecho a la tierra y al territorio del pue- 
blo indígena del Alto San Jorge y la comunidad indígena 
de Dochama, y su lucha por acceder y permanecer en el 
territorio que ancestralmente les pertenece. 





La experiencia de los pueblos indígenas del Alto San Jorge en Córdoba 


Entrega de títulos mineros 


versus garantía de los derechos 


territoriales, pueblos indígenas 


del Alto San Jorge 


La reconfiguración territorial del sur de Córdoba al- 
rededor del extractivismo minero se dio de la mano con 
una dinámica del mercado de tierras que llama la aten- 
ción. Se destacan las adquisiciones realizadas por Gecelca, 
Carbones del Caribe (filial de Argos!) y Cerro Matoso, que, 
además de su mina de níquel, tiene concesiones de carbón 
en Montelíbano, Puerto Libertador y Planeta Rica con una 
superficie superior a las 40.000 hectáreas (Defensoría del 


Pueblo, 2013) . 


Il” Sus compañías subordinadas tienen presencia en va- 
rios países del continente americano, con participación ac- 
tiva en los negocios cementero, energético, de desarrollo 
urbano, inmobiliario y portuario. El Grupo Argos S.A. es 
el accionista controlante de Cementos Argos S.A., Celsia 
S.A. E.S.P., Sator S.A.S y Situm S.A.S. Para más informa- 
ción con relación a las compañías pertenecientes al Grupo 
Empresarial Argos tanto nacionales como extranjeras, ver: 


Grupo Argos. Sd) Compañías subordinadas. 
Recuperado de  https://www.grupoargos.com/es-es/ 
companias-subordinadas 
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Según la Defensoría del Pueblo (2013), en toda la su- 
bregión se percibe una creciente presión por la venta de 
tierras: 


Diversos testimonios coinciden en señalar que 
después de 2005 el mercado de tierras se vio dina- 
mizado debido a las adquisiciones realizadas por 
empresas como Gecelca, Carbones del Caribe y 
Cerromatoso. En ese año los campesinos también 
detectaron una compra masiva de tierras desde el 
corregimiento Villa Nueva y La Rica hasta la vere- 
da La Mulata del corregimiento San Juan, las cuales 
fueron pagadas a buen precio, pero al parecer nunca 
se hicieron escrituras y continúan bajo la adminis- 
tración de los vendedores. Al parecer la presión por 
la venta de la tierra no ha cesado. La Defensoría del 
Pueblo ha conocido información según la cual al sec- 
tor de Tierradentro han estado llegado comisionistas 
que ofrecen máximo un millón de pesos por hectárea 
y que dicen necesitar más de 2000 hectáreas para 
reforestación. (Defensoría del Pueblo, 2013, p. 25). 


Además, a partir del 2009 se registra un incremen- 
to en la entrega de títulos mineros sobre los munici- 
pios de Montelíbano, Puerto Libertador y San José de 


Uré, sobre todo para la explotación de yacimientos 


auríferos, carbón y material de construcción. 


Lo anterior contrasta notablemente con las dificulta- 
des que, durante más de 40 años, han enfrentado las po- 
blaciones indígenas del mismo sector, para obtener la t1- 
tulación colectiva de sus territorios, como se observa en la 
figura 2. Son representativos de lo anterior, los procesos de 
constitución de los Resguardos de Dochama y Zenú del 
Alto San Jorge que se reseñan a continuación. 
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Figura 2. Hectáreas otorgadas en los municipios del Alto San Jorge 
1985 — 2014 


4.221 Ha 
(2,7 %) 


154.818,2 Ha 
CIA) 


EJ] Resguardos indígenas 


E Títulos mineros 


Elaboración propia con datos de ANM e Incoder. 
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Proceso de constitución del 


Resguardo de Dochama 


El Resguardo indígena Dochama no ha sido consti- 
tuido a la fecha, aunque desde 1972 se registran en los ar- 
chivos del Incoder las solicitudes de formalización, con la 
finalidad, en aquel entonces, de acceder a la titulación de 
baldíos y con ello la posibilidad de recibir créditos y capa- 
citación técnica. Dicha titulación no se pudo llevar a cabo, 
toda vez que los indígenas no explotaban productivamente 
las dos terceras partes de los predios solicitados, como así 
lo establecía la normatividad de entonces. Por esta razón, 
y en vista de la llegada de colonos antioqueños, el Instituto 
Colombiano para la Reforma Agraria (Incora), en el año de 
1981, decidió celebrar 31 contratos de asignación con los 
ocupantes tradicionales de aquella época. Dichos contratos 
otorgaban el uso del predio, pero se reservaban el derecho 
de dominio del mismo, razón por la cual, los predios con- 
templados en dos globos de tierra (Dochama y Batatadó), 
que la entidad conceptuó como aptos para la constitución 
del Resguardo Indígena, todavía conservan su calidad de 


baldíos. 


En 1994, se llevó a cabo el primer estudio socioeconó- 
mico, jurídico y de tenencia de tierras, en el que el Incora ra- 
tifica la necesidad de constitución del Resguardo Indígena, 
toda vez que estas han sido tierras históricamente ocupadas 
por las comunidades emberá katío y el Resguardo es el me- 
canismo apropiado de protección jurídica ante el continuo 
avance de colonos. Adicionalmente, el estudio recomienda 
comprar las mejoras hechas por los colonos en las tierras 
ocupadas por estos, así como fomentar programas de refo- 
restación, otorgar créditos y asistencia técnica y construir 
una escuela, un centro de salud y una casa indígena. 
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Para 1997, el “Estudio socioeconómico, jurídico y 
de tenencia de tierras” obtiene concepto favorable del 
Ministerio del Interior INCODER, 2014), que reconoce 
la necesidad urgente de constituir un único Resguardo que 
comprenda los dos globos de tierra antes mencionados; sin 
embargo, y debido a la entrada en vigencia de la Ley 160 
de 1994 y la expedición del Decreto 2164 de 1995 —que 
reglamenta la dotación y titulación de tierras a las comu- 
nidades indígenas para la constitución, reestructuración, 
ampliación y saneamiento de los Resguardos indígenas en 
el territorio nacional —, el Ministerio ordena la actuali- 
zación de dicho estudio para que se enmarque dentro de 
las exigencias establecidas en tal estatuto, lo que implicó 
la determinación de Unidades Agrícolas Familiares (UAF), 
que conllevó al aplazamiento de la formalización del 
Resguardo. Esto representa una vulneración a los derechos 
de la comunidad emberá. 


En mayo de 2000, se realiza la actualización del estu- 
dio socioeconómico, jurídico y de tenencias de tierras, que 
ratifica lo establecido por el anterior estudio en cuanto a la 
necesidad de constitución del Resguardo y el área que este 
tendría, la cual corresponde a los contratos de asignación 
0506 y 0528 de 1981 y da cumplimiento a lo establecido 
por el Decreto 2164 de 1995. 


Previamente, en el año de 1998, el Incora Regional 
Córdoba compró en favor de la comunidad, un predio de- 


nominado “El Bosque” con un área de 115,5 hectáreas, 


donde, según entrevista realizada al gobernador del cabil- 
do, se han trasladado a vivir familias indígenas provenien- 
tes de los dos globos de tierra antes mencionados. Pese a 
esto, solo hasta el 9 de noviembre del 2015, funcionarios 
del Incoder viajaron a terreno para llevar a cabo la segun- 
da actualización del “Estudio socioeconómico, jurídico y 
de tenencia de tierras” y, de acuerdo a lo expresado por la 
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entidad, este será el definitivo sobre el que se procederá a 
la legalización del territorio colectivo, una vez la Agencia 
Nacional de Tierras (ANT) entre en vigencia. 


Aunque la misión durante esta segunda actualización 
era establecer una segunda y definitiva delimitación del te- 
rritorio para agilizar el proceso de constitución, llama la 
atención que, para 1981, los planos G-291.537 y G-291.570 
registran dos globos de 170,1 y 719,5 hectáreas respectiva- 
mente, lo que da cuenta de un terreno total de 889,6 hectá- 
reas”. Durante los siguientes 34 años la comunidad vendió y 
cedió varios predios en medio de las dinámicas del conflicto 
armado y la producción de cultivos de uso ilícito, por lo que 
el plano definitivo para la constitución del Resguardo regis- 
tra siete globos de terreno, que en total suman 500 hectáreas. 


Son 389,6 hectáreas de terreno que el Resguardo 
dejó de contar como propias, debido, en buena parte, a 
la dilatación durante décadas del proceso de constitu- 
ción y cuya recuperación solo se plantea a través de un 
proceso posterior de saneamiento territorial en el que 


las autoridades indigenas, asumiendo labores propias 
del Estado, serán las encargadas de gestionar los fondos 


económicos para la compra de las tierras que les perte- 
necen ancestralmente. 


2 Es importante mencionar que, aunque en el expedien- 
te de constitución del Resguardo que reposa en el Incoder 
se menciona la existencia de los planos G-291.537 y 
G-291.570 —cuya extensión total es de 889,6 hectáreas—, 
las coordenadas y los planos son uno de los documentos 
que se han extraviado de dicho expediente. 


37 





Defender el territorio es construir paz 


No obstante esta situación, llama la atención que la 
Agencia Nacional Minera (ANM) otorgara en 2006 una 


concesión a Cerro Matoso bajo el título GFL-141*, para la 


extracción de níquel y minerales asociados durante 29 años, 
Justo en la zona en donde se busca constituir el Resguardo 
Emberá de Dochama y además se pretenda desarrollar un 
proyecto de conectividad eléctrica que se traslaparía con el 
territorio indígena. Este último proyecto surge a partir de la 
Convocatoria UPME - 03 de 2014 abierta por la Unidad de 
Planeación Minero Energética cuyo objetivo fue el “diseño, 
adquisición de los suministros, construcción, operación y 
mantenimiento de las Subestaciones Ituango y Medellín 
y las líneas de transmisión asociadas a 500KV - 547 km” 
(Intercolombia, 2015, “Descripción”). 


Dicho proyecto comprende la construcción de un ten- 
dido eléctrico que potencialmente puede afectar de manera 
directa a la comunidad de Dochama, debido a que “se trata 
de la construcción de las nuevas subestaciones Ituango y 
Katíos (Medellin) y las líneas que las conectarán con las sub- 
estaciones Cerromatoso, Porce II, Sogamoso y Ancón Sur, 
en los departamentos de Antioquia, Córdoba y Santander” 
(UPME, 2015). El proyecto, según socialización realizada 
por la empresa Interconexión Eléctrica S.A. (ISA) a la au- 
toridad municipal de San José de Uré y a integrantes de 
la comunidad del municipio y del Cabildo Dochama, se 
encuentra en fase de diagnóstico ambiental de alternativas. 


Por último, es importante mencionar que se han 
presentado varias fumigaciones aéreas de glifosato por 


3 La Agencia Nacional de Minería informó que el título 
GFL-141 está suspendido hasta el 17 de marzo de 2016 
“por problemas de orden público” (Agencia Nacional de 
Minería, 2016). 
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aspersión sobre el sector desde el 2003, acentuándose este 
fenómeno entre el 2005 y el 2007, cuando las fumigaciones 
llegaron a realizarse cada tres meses (ONIC, 2012). Para 
el caso concreto de las comunidades de Dochama, se re- 
eistran por lo menos tres eventos de este tipo: en mayo de 
2005, fumigación aérea a cultivos ilícitos, rastrojos y mon- 
tañas; entre el 28 de agosto al 1 de septiembre de 2006, 
fumigación aérea a cultivos en recuperación, cementerio, 
rastrojeras, potreros y montañas; y entre el 15 y 18 de abril 
de 2007, fumigaciones aéreas sobre cultivos de pancoger 
(Pastoral Social Caritas Colombiana, 2013). 


De acuerdo a estudios de caso sobre los efectos de las 
aspersiones aéreas, estos pueden resumirse en daños a culti- 
vos de pancoger, intoxicaciones agudas por plaguicidas con 
síntomas como fiebre, diarrea, dolor abdominal, infección 
respiratoria aguda, infecciones de piel y abortos, envenena- 
miento de fuentes de agua y muerte de animales domésti- 
cos (Departamento Administrativo de Salud — Putumayo 
subdirección de salud pública, 2005). De igual manera, 
para la zona del Alto San Jorge y las comunidades indíge- 
nas emberá, las fumigaciones aéreas con glifosato han re- 


presentado fuertes afectaciones a la seguridad alimentaria, 


el estado nutricional de la infancia y el estado de salud en 
general de la comunidad. 





Pr 
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Proceso de constitución del 
Resguardo Zenú del Alto San Jorge 


Al igual que en el caso del Resguardo de Dochama, el 
pueblo zenú se encontró con varios obstáculos para la cons- 
titución de su Resguardo, muchos de los cuales partían de 


la falta de reconocimiento por parte del Estado de 
su condición étnica y diferencial, lo que generó un re- 
traso de 16 años desde el momento en que se radicó la 
solicitud de constitución del Resguardo en 1992, has- 
ta su efectiva formalización. 


Luego del primer estudio socioeconómico en 1996, el 
Incora establece la necesidad de constituir un Resguardo 
para estas comunidades. Durante los siguientes dos años, 
se adquieren a favor de la comunidad los siete predios que 
actualmente constituyen el Resguardo en los municipios de 
Montelíbano y Puerto Libertador. 


Posteriormente, durante el gobierno de Álvaro Uribe, 
la promulgación del Estatuto de Desarrollo Rural —Ley 
1152 de 2007—, declarado posteriormente inexequible 
(Sentencia C-175/09), generó un retraso de varios años 
en el proceso de constitución del Resguardo. Aunque en el 
2009 el Resguardo entró dentro de los 65 procesos priorl- 
zados por el Incoder en su plan de contingencia, solo hasta 
2014 este fue constituido. 


Según la Defensoría del Pueblo (2013), el trámite ante 
el Ministerio del Interior para lograr constituir el Resguardo 
del Alto San Jorge generó un conflicto de intereses con em- 
presas que detentan títulos mineros o han realizado solici- 
tudes de concesión, quienes tendrían que realizar consultas 
previas con varias de las 34 comunidades indígenas que se 
localizan en Montelíbano y Puerto Libertador. 
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De hecho es importante mencionar que, de la mano 
con la vulneración de sus derechos territoriales, este pue- 
blo ha denunciado la vulneración del derecho a la salud 
por cuenta de la contaminación ambiental generada por 
Cerro Matoso. La contaminación generada por la mina de 
níquel a los afluentes del río San Jorge ha ocasionado unos 
impactos ambientales aun no cuantificados sobre la salud 
humana del pueblo zenú de esa región. Según estudios de 
2012, sobre los asentamientos indígenas zenúes de Pueblo 
Flechas y Bocas de Uré, se encontró que de 36 mujeres 
indígenas embarazadas que consumían el agua contami- 
nada, 14 de ellas abortaron por causas relacionadas con la 
presencia de sustancias tóxicas en el agua y en los alimentos 
(Acción Solidaria para el Desarrollo et al., 2015). 


La comunidad denuncia problemas de salud como de- 
formaciones, un alto porcentaje de población con cáncer, 
problemas cutáneos, enfermedades respiratorias e incluso 
han aparecido enfermedades que antes no se conocían, 
todo lo cual se atribuye a la contaminación en el aire y el 
agua; además de que en una brigada de atención oftalmo- 
lógica adelantada por Cerro Matoso, se detectaron muchos 
niños miopes, sin antecedentes familiares (Defensoría del 


Pueblo, 2013). 


En respuesta a dicha situación, los líderes indígenas 
zenúes interpusieron acción de tutela en el 2012 en contra 
de Cerro Matoso y el Ministerio de Ambiente, en la que se 
exigía una indemnización que garantizara la superviven- 
cla de la comunidad y sus futuras generaciones. Según los 
indígenas, la respuesta involucró al Ministerio del Interior 


—Dirección de Asuntos Etnicos—, que procedió a negar la 


presencia de comunidades étnicas en la zona de incidencia 
del proyecto minero. 
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En respuesta a esta situación, el pueblo indigena 
zenú decidió movilizarse ante las puertas de la empre- 
sa durante 40 días, estrategia que sería definitiva para 
la consecución de la formalización de su Resguardo. 


A continuación, uno de los miembros de la comuni- 
dad narra dicho momento, dando cuenta con ello de sus 
implicaciones en términos de iniciativa política de visibi- 
lización, movilización y de la respuesta del Estado en sus 
intervenciones regional y nacional. El cierre a Cerromatoso 
resultó en una experiencia legítima y útil para reclamar y 
garantizar sus derechos vulnerados: 


6 Nosotros nos metimos a la mina para que 


la empresa tuviera en cuenta que sí había 
familias indigenas porque los de la mina dicen que 
no hay indigenas, el gobierno también decía que no 
habian indigenas, entonces nosotros fuimos a de- 
mostrarle al gobierno que sí había indigenas en el 
Alto San Jorge [...] hicimos una marcha pacífica, no 
fuimos en modo de pelea ni nada, ni acabar carros 
ni nada de eso, no, nosotros fuimos fue por nues- 
tros derechos. [...] duramos allá un mes con nueve 
días, habíamos como tres mil personas, aunque la 
gente salía, entraba y a veces quedamos como unos 
doscientos. Nosotros nos sosteniíamos las mismas 
comunidades, el plátano lo llevábamos bastante y 
matábamos marrano y llevábamos. 
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Cuando se tapa la carretera entonces nos man- 


dan un grupo del ESMAD?* con carro y ellos venían 


preparados con todo y ya quitaron, tumbaron, des- 
pués como ya no nos querían oir ni: nada entonces 
nosotros cortamos unos árboles y cayeron a la ca- 
rretera, ahí fue donde vino el ESMAD y nos atacaron 
con gases y todo eso y nosotros pues, nosotros de- 
ciamos si el ESMAD nos ataca nosotros nos vamos 
a meter adentro de la mina, que adentro de la mina 
no van a ser capaces de sacarnos de allá, ya ellos 
no podían tirar gases adentro de la mina porque se 
podía explotar eso. Ahí se movió el Estado y vino 
el gobernador, vino en helicóptero entonces la em- 
presa pues ellos decian que les faltaban ocho horas 
para la planta paralizar, ya, retiraron al ESMAD y 
ahí ya el ESMAD se retiró pa” fuera y ya después no- 
sotros salimos y ahi fue donde se tomaron acuerdos 
y también pues de ahi fue donde también se movió 
la constitución del Resguardo y logramos eso, el go- 
bierno no quería pero se dio, gracias a Dios.” (Lider 
comunitario indígena zenú, 2016, p.8). 


4 Escuadrón Móvil AntiDisturbios, fuerza de choque dirigida a enfrentar mo- 
vilizaciones sociales. 
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Como resultado de estas acciones, se llegó a un acuer- 
do en el que el Gobierno se comprometía a impulsar la 
constitución del Resguardo y Cerro Matoso aportaría hasta 
dos millones de dólares en caso de que se encontraran evi- 
dencias de afectaciones a la salud y se debía asumir el mejo- 
ramiento de 138 viviendas, vías, centros de salud y escuelas 
(Archila, García, Parra, « Restrepo, 2013). La constitución 
del Resguardo Zenú del Alto San Jorge se dio finalmente 
mediante Acuerdo 336 del 27 de mayo de 2014. Su exten- 
sión actual es de 905 hectáreas y en él habitan alrededor de 
300 familias. Aunque este es un logro en materia de dere- 
chos, debido por mucho a la movilización, continúa siendo 
insuficiente toda vez que la población total del pueblo zenú 
del Alto San Jorge es de 17.047 personas. 


Los casos de Dochama y Alto San Jorge son sintomá- 
ticos de un fenómeno de carácter nacional que afecta la 
formalización de territorios colectivos indígenas y que tie- 
ne que ver directamente con el Incoder y su inoperancia 
en los procesos de constitución. Esta situación está asocia- 
da con la reducción de presupuesto y personal idóneo, así 
como falta de capacidad operativa y de diligencia política 
(Houghton, 2008). En el departamento de Córdoba, este 
fenómeno se relaciona además con la cooptación de esta 
institución por grupos políticos que luego terminarían con- 
denados por vínculos con parapolítica y entrega de tierras a 


paramilitares con la anuencia del Ministerio de Agricultura 


(Observatorio Indígena de Seguimiento a Políticas Públicas 
y Derechos Etnicos, 2008). 
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Figura 3. Asentamientos indigenas, Resguardos constituidos y títulos 
mineros a 2014 
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Títulos mineros concedidos a nov 2014 


Adaptado de Agencia Nacional Minera, Incoder y Tierra Minada. 
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Para los casos de Dochama y zenúes del Alto San 


Jorge, se denuncia como hecho agravante la perdi- 


da de elementos sustanciales de ambos expedientes 
como estudios y planos, al interior de las oficinas del 
Incoder, lo que luego se presenta como causa de las 
demoras en los trámites (Houghton, 2008, p. 99). 


La inoperancia del Incoder, así como la de la Dirección 
de Asuntos Étnicos del Ministerio del Interior, en su nega- 
tiva a reconocer la presencia de pueblos étnicos en el terri- 
torio, dan cuenta de la falta de voluntad política, que no 
solo incumplió sino que actuó en contravía a los avances en 
materia de reconocimiento de derechos para los pueblos in- 
dígenas del país. Esta situación favoreció de manera directa 
a las preocupaciones de otros actores con intereses sobre 
el territorio, como empresas de extracción mineroenergét- 
ca, lo que muestra el grado extremo de desequilibrio en la 
toma de decisiones para el ordenamiento territorial. 


Situaciones como la anterior fueron debidamente 
alertadas en el informe del 2010 del Relator Especial de 
Naciones Unidas sobre la situación de los derechos huma- 
nos y las libertades fundamentales de los indígenas. Sin em- 
bargo, cuatro años después, en su informe de seguimien- 
to a la aplicación en Colombia a las recomendaciones del 
Relator Especial, la CCJ demuestra que: 


El reconocimiento de los territorios indígenas 
ha tenido pocos progresos desde la fecha de la mi- 
sión del Relator, y la información correspondien- 
te es inconsistente. Mientras tanto el impacto del 
conflicto armado, el desplazamiento forzado y los 
proyectos minero energéticos, agroindustriales y de 
infraestructura ocasionan frecuentes vulneraciones 


a estos derechos territoriales. (UC), 2015, p. 19). 
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ituación en 
erechos humanos 
e las comunidades 


MEAN 
an Jorge 


Contexto actual del conflicto 
armado 


El departamento de Córdoba ha experimentado a lo 
largo de su historia varios ciclos bélicos que han legado lo 
que autores como Víctor Barrera (2016) denominan apren- 
dizajes orgamzacionales sobre la administración del poder y 
el ejercicio de la violencia, además, permanecen vigentes 
conflictos por acaparamiento y control territorial. Estas dos 
situaciones son orquestadas a su vez por la persistencia de 
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economías legales como el extractivismo de níquel y car- 
bón, e ilegales como la coca y el oro, que involucran tanto 
a actores armados como a la sociedad civil. 


De hecho, las AUGC se desmovilizaron en el 2005 te- 
niendo como escenario el corregimiento de Santa Fe de 
Ralito, municipio de Tierralta, y aunque desde entonces 
se observa una disminución en las acciones bélicas y de 
victimización de la población civil en los municipios de 
Tierralta y Valencia, lo contrario ha ocurrido para la po- 
blación de los municipios del margen izquierdo del San 
Jorge: Montelíbano, Puerto Libertador y San José de Uré 
(Barrera, 2016). Esta situación tiene que ver con el surgl- 
miento de GAPD que han intentado apropiarse de anti- 
guas rentas y consolidarse territorialmente. 


Actualmente, el narcotráfico continúa siendo uno 
de los mayores motores del conflicto por el control del 
territorio. Desde el 2005, grupos como Los 'Traquetos o 
Vencedores del San Jorge surgieron comandados por man- 
dos medios de los antiguos paramilitares, los primeros como 
herederos del bloque Héroes de "Tolová y con incidencia 
en sus antiguas zonas de control: "lierralta y Valencia, en 
donde llegaron incluso a contar con la connivencia de ad- 
ministraciones locales. Los segundos, herederos del antiguo 
Bloque Córdoba de las AUC y conformados por personal 
proveniente del Bajo Cauca Antioqueño (Barrera, 2016). 


Aunque en el 2008 estas dos estructuras paramilitares 
se encontraban debilitadas por el accionar de las autorida- 
des, pronto varios de sus miembros entrarían a engrosar 
otros grupos como los Paisas, los Rastrojos y el Clan Úsuga. 
De hecho, los Paisas, apoyados por los Rastrojos, han esta- 
do en constante disputa con el Clan Úsuga por el control 
del circuito de producción de cocaína. Así, se observa una 


fuerte presencia del Clan Úsuga en Valencia y Tierralta pu- 


jando por su acceso al Bajo Cauca antioqueño, y de Paisas 
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y Rastrojos que desde esta última región ocupan la margen 
oriental del río San Jorge, el cual se constituye en un límite 
de distribución del territorio. Igualmente, se observan algu- 
nas alianzas frágiles entre los Urabeños y los Frentes 5 y 18 
de las FARC, aunque también se registran enfrentamientos 
entre este mismo grupo ilegal y el frente 58 de las FARC al 
mando de alias Manteco (Barrera, 2016). 


Victimizaciones a la población 


del Alto San Jorge 


Los sucesivos acuerdos y desacuerdos, estructuracio- 
nes y desestructuraciones de los diferentes GAPD generan 
una dificil situación para la población local, que resulta in- 
volucrada en dichos conflictos. Así lo deja ver el más re- 
ciente “Informe de riesgo 016-15” de la Defensoría del 
Pueblo (2015), en donde se afirma que la ruptura de las 
alianzas entre el Frente 18 de las FARC y las Autodefensas 
Gaitanistas es el principal factor de riesgo para la pobla- 
ción de Montelíbano y Puerto Libertador, particularmente 
aquella que habita cerca de los corredores de tránsito de 
estupefacientes: los trabajadores fluviales del río San Jorge 
y el Resguardo Indígena Zenú en el corregimiento de Juan 
José. La necesidad de cada grupo por mantener el control 
territorial deriva en controles sociales estrictos a la pobla- 
ción local, para que no se involucre con sus adversarios 
(Defensoría del Pueblo, 2015). Al contrastar lo anterior con 
la “Base de datos de actores y dinámicas del conflicto” del 
Cinep/PPP (s.f.), se obtiene lo siguiente: 
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Figura 4. Tendencia en el número total de víctimas en los municipios 
de Puerto Libertador, Montelíbano, San José de Uré y La Apartada 
entre los años 2000 y 2014 
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Adaptado de Base de datos de actores y dinámicas del conflicto, por Cinep/PPYP, s.f. 


En la gráfica se observa un primer pico de victimiza- 
ción en el 2001 lo que coincide con el proceso de consolida- 
ción de los Bloques Sinú y San Jorge de las AUC, por lo que 
se entiende que el número de victimizaciones desciende en 
el año 2005, momento en que se da la desmovilización de 
las AUC. Pero, contrario a lo que podría esperarse, durante 
los siguientes tres años a la desmovilización, se registra un 
alza exponencial en el número de víctimas. Al desagregar 
la tendencia en el número de víctimas por actor armado 
durante el mismo periodo de tiempo se obtiene lo siguiente: 
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Figura 5. Número de víctimas por actor armado para los municipios 
de Montelíbano, Puerto Libertador, San José de Uré y La Apartada en 
el periodo de 2000 a 2014 
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Adaptado de Base de datos de actores y dinámicas del conflicto, por Cinep/PPYP, s.f. 


Los datos confirman que los paramilitares o GAPD 
continúan siendo los principales actores victimizantes en la 
región. La guerrilla de las FARC, aunque presente a través 
de los frentes 18 y 58, muestra un descenso en el número 
de victimizaciones, que al contrastarse con la categoría del 
hecho muestra que casi en su totalidad se trata de eventos 
causados por la siembra de minas ilícitas. Se registra ade- 
más un número importante de victimizaciones en las que 
no existe información sobre el perpetrador. Lo anterior es 
ilustrado claramente por la Defensoría del Pueblo: 
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Las AGG, que ejercen influencia en las cabece- 
ras urbanas y centros poblados de los corregimien- 
tos de ambos municipios (Montelíbano y Puerto 
Libertador), son el principal grupo ilegal fuente de 
riesgo para la población civil, ya que su presencia se 
concentra en zonas con mayor densidad poblacio- 
nal. Por otro lado, las FARC tienen un predominio 
en la zonas rurales del sur de ambos municipios, 
sobre todo, en los límites con el departamento de 
Antioquia y los municipios de San José de Uré y 
Tierralta, desde donde buscan expandirse hacia 
los corregimientos Puerto Ánchica, Puerto Nuevo, 
El Palmar y San Francisco del Rayo del municipio 
de Montelíbano, y hacia los corregimientos Puerto 
López, Juan José, La Rica, San Juan y Río Verde en 
el municipio de Puerto Libertador. (Defensoría del 
pueblo, 2015, pp. 3-4). 


Violaciones a los derechos 


humanos y persecución política 


a los pueblos indígenas del Alto 
San Jorge 


Los datos anteriormente presentados coinciden con 
los testimonios presentados por los miembros de ambas co- 
munidades indígenas. Por ejemplo, para la comunidad in- 
dígena emberá katío de Dochama el periodo comprendido 
entre el 2008 y el 2011 es recordado como uno de los más 
cruentos del conflicto pues, luego de la desmovilización de 
los bloques Sinú y San Jorge, surgió un fuerte conflicto en- 
tre la guerrilla de las FARC, los Paisas y los Rastrojos por 
el control del sector en donde habita la población indígena. 
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Dicha situación generó el desplazamiento de por lo me- 
nos una tercera parte de la comunidad hacia Tierralta por 
temor a señalamientos en el Resguardo del Alto Sinú, así 
como por persecución a líderes. Según la comunidad, la 
población joven ha sido la más afectada, pues en el pasa- 
do se presentaron cuatro intentos de reclutamiento de me- 
nores, los cuales fueron impedidos por las mujeres de la 
comunidad. 


6 En el 2008 hubo una guerra que a la gente 

se lo comian los goleros (aves carroñeras) 

y nosotros resistiendo [...] es que ya si estamos en- 
cerrados pa? dónde vamos a coger nosotros, ya te- 


nemos que buscar apoyo de otras instituciones que 
nos puedan constituir nuestra tierra porque si no 
somos reconocidos legalmente ya nosotros no hace- 
mos parte del Estado.” (Lider indígena, 2014, p. 5) 


Además de las afectaciones a la vida e integridad de 
la población, esta situación ha generado la restricción a la 
libertad de movimiento y vulneración de otros derechos 
como la alimentación. 


Tradicionalmente nómadas, los emberá tuvieron 
que restringir su movilidad en pequeños corredores 
de tránsito seguro, limitando el acceso a bosques 

bo] 
lugares sagrados, lo que repercutió fuertemente en su 
»] 
dieta, que dependía fundamentalmente de la cacería 
b 
y recolección de frutos estacionales en los bosques 
cercanos. 
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La extracción de recursos naturales como oro y made- 
ra se ha convertido en una estrategia importante de finan- 
ciación para los GAPD, lo que ha impactado notoriamente 
territorios de frontera como el de Dochama. En la actua- 
lidad, la minería ilegal de oro que se ejerce sobre el cauce 
del río contamina con mercurio las aguas que recorren el 
territorio indígena. Esta situación, sumada a la extracción 
de maderas de varias zonas boscosas, ha generado los pri- 
meros desencuentros entre las autoridades indígenas y los 
actores armados que ejercen estas prácticas, lo cual ha ele- 
vado el riesgo para las autoridades indígenas. 


El pueblo zenú, por su parte, denuncia un proceso 
sistemático de amenaza, persecución y asesinato a li- 


deres y miembros de sus comunidades. Las pruebas 


presentadas por las autoridades indígenas dan cuen- 
ta de 48 asesinatos entre el 2004 y el 2015. 


Tabla 2. Lista de personas asesinadas miembros del pueblo indigena 
zenú del Alto San Jorge, entre el 2004 y el 2015 


1 0510511010) 
T Lugar y fecha del homicidio 


Tomado de “Autoridades indígenas zenú del Resguardo Zenú del Alto San 
Jorge” (2015). 
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Los últimos hechos violentos registrados en el anterior 
listado se produjeron entre junio y agosto del año pasado y 
acabaron con la vida de tres jóvenes menores de 25 años de 
edad. De los 48 casos, apenas 31 se han denunciado ante la 
Fiscalía y solamente uno se encuentra en investigación, por 
lo que no se tiene claridad sobre sus presuntos autores, aun- 
que la población presume que las acciones directas contra 
los líderes están asociadas con su proceso de movilización 
en contra de empresas extractivas en la región. 


El temor legado tras décadas de presencia paramili- 
tar en la región, contribuye a hacer más efectivas las es- 
trategias de control social implementadas en la actualidad 
por los GAPD, como lo afirma claramente la Defensoría 
del Pueblo: “En esta zona, los grupos armados ilegales son 
quienes dirimen los conflictos, establecen normas de con- 
ductas e imponen tributos a las actividades lícitas e ilícitas” 
(Defensoría del Pueblo, 2015, p. 4). En palabras de un líder 


indígena: 


6 El 17 de junto llegaron 2 hombres ami casa, 
me dijeron que yo patrocinaba muchas co- 
sas y que iba a tener muchos problemas, a las dos 


semanas asesinaron a un joven que hacia parte del 
proceso de Consulta Previa. También tuvimos que 
sacar al secretario del Cabildo, que fue declarado 
objetivo militar. Por acá hay una violencia grande, 
ahora estamos obligados a pagar una vacuna [...] el 
que no paga “se va de cajón” nos dijeron anteayer.” 
(Lider indígena zenú, 2015, p. 3). 
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Dentro del marco de un profundo e histórico conflicto 
armado que caracteriza a la región, estas afectaciones dan 
cuenta de cómo la guerra se desenvuelve “sin involucrar 
activamente a las comunidades indígenas y sus miembros, 
pero afectándolos en forma directa y manifiesta” (Corte 
Constitucional, 2009). 


Actuales retos de cara a la 
desmovilización 


Tras la probable desmovilización de los frentes 18 y 
58 de las FARC en la región, se prevé un nuevo ciclo de 
conflictividad armada similar al ocurrido posterior a la des- 
movilización de las AUC. El surgimiento y actual accionar 
de los GAPD da cuenta de cómo, tras la desmovilización de 
un actor armado consolidado y con dinámicas fuertemente 
establecidas de control territorial, se genera un reacomo- 
damiento de actores que intentan ajustar las relaciones de 
poder previamente existentes con el objetivo de adquirir 
posiciones privilegiadas para el control del narcotráfico y 
otras rentas. Así lo expresan en sus análisis los líderes indí- 
genas y campesinos de la región: 


6 Nosotros desde el territorio sabemos qué 
parte de las FARC no se va desmovtilizar 


ni va entregar sus armas, parte de los grupos pa- 
ramilitares tampoco, entre otros grupos armados 
que se les ha denominado la delincuencia comun. 
En su accionar en este nuevo escenario estos gru- 
pos van a luchar por mantener el control en el te- 
rritorio, su economía y segutr insistiendo en sus 
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acciones que vienen haciendo, las consecuencias 
serán las mismas, muertes selectivas, violencia se- 
xual, masacres, secuestros, entre otras cosas, como 
la extorción. De manera personal y en escenarios 
internos se ha hablado, eso está claro, no hay dudas. 
Ni los de las FARC todos se van a desmovtlizar, y 
ellos pueden ventr a engrosar estos grupos porque 
ya ellos tienen alianzas, hay una alianza creada en- 
tre guerrilla y paramilitares y ya echó a marchar y 
eso se va a segutr fortaleciendo. Hay otra cosa y es 
que se recluten jóvenes para conformar nuevos gru- 
pos delincuenciales, porque los que vienen de allá 
vienen saliendo como a un mundo nuevo, los de acá 


saben cómo es todo y a veces por falta de madurez, 


de oportunidades y estudio toman decisiones así y 
entran a conformar los grupos delincuenctales, en- 
tonces la cosa se puede poner peor.” (Testimonio 


poblador del Alto San Jorge, 2016). 


Los pobladores de la región temen que el proceso de 
desmovilización de las FARC contribuya a robustecer el 
control social y territorial de los GAPD del paramilitaris- 
mo, que se encaminan a un nuevo rearme y estructura- 
ción, situación que ya ha sido alertada por la Defensoría 


del Pueblo (2015): 


[...] se han presentado incursiones de las 
AGC (Autodefensas Gaitanistas), a zonas de con- 
trol de las FARC, a través del movimiento de un 
número considerable de hombres, vestidos con 
prendas militares, portando armas de largo alcance 
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y desarrollando reuniones en las que anuncian la 
recuperación del territorio. Las incursiones más re- 
cientes se han registrado en las veredas El Silencio, 
El Tigrito y El Ratón, en el mes de agosto de 2015 
[...]. Esta situación coincide con la supuesta exis- 
tencia de una estructura de las AGC que en estos 
municipios se hace llamar Estado Mayor del Frente 
Alto San Jorge, que está conformada por un grupo 
de hombres que en la zona rural que portan armas 


largas, visten camuflado y cuentan con equipos de 


intendencia y comunicaciones. Además, cuentan 
con una red de informantes, algunos de los cuales 
se les conoce como “puntos”, ubicados en las vías de 
acceso a los corregimientos y a las zonas urbanas. 








Participación y 
autogobierno de los 
ueblos indigenas del 


NT TE 
erramienta para la 

construcción de paz 

territorial 


La Constitución Política de 1991 reconoce al país como 
pluriétnico y multicultural, y protege los derechos sociales 
y culturales de los grupos étnicos, como ha sido expresado 
por la Corte Constitucional. El reconocimiento de la diver- 
sidad étnica y cultural supone la aceptación de la existen- 
cla de diferentes formas de vida y sistemas de comprensión 
del mundo en un mismo territorio. En este sentido, estos 
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pueblos también cuentan con instrumentos internacionales 
que protegen sus derechos, como el Convenio 169 de la 
OIT (1989) ratificado en Colombia con la Ley 21 de 1991, 
instrumento internacional que en su artículo sexto estipula 
que los Gobiernos deberán consultar a los pueblos intere- 
sados, mediante procedimientos apropiados y en particular 
a través de sus instituciones representativas, cada vez que se 
prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles 
de afectarles directamente. De esta manera, el Convenio de 


la OIT: 


Se fundamenta en el respeto a las culturas y 
las formas de vida de los pueblos indígenas y re- 
conoce sus derechos sobre las tierras y los recursos 
naturales, así como el derecho a decidir sus propias 
prioridades en lo que atañe al proceso de desarro- 
llo. El objetivo del Convenio es superar las prácticas 
discriminatorias que afectan a estos pueblos y hacer 
posible que participen en la adopción de decisiones 
que afectan a sus vidas. Por lo tanto, los principios 
fundamentales de consulta y participación constl- 
tuyen la piedra angular del Convenio (OI'L 2013, 


p. 1). 


En esta medida, los pueblos y comunidades indígenas 
tienen derecho a la libre determinación y, en virtud de esta, 
tienen derecho a organizarse autónomamente a través de 
un Gobierno e instituciones propias, administrar justicia en 
conformidad a sus normas y procedimientos internos y dis- 


poner de medios para financiar este ejercicio. Igualmente, 


tienen derecho a determinar libremente su condición po- 
lítica y participar de la vida económica, social, política y 
cultural del Estado; así como a participar en la formula- 
ción, aplicación y evaluación de planes y programas de 
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desarrollo que los involucren y a establecer sus prioridades 
en términos de desarrollo territorial'. 


Sobre su derecho fundamental a la participación, la 
consulta previa es conceptuada como un diálogo intercul- 


tural que busca garantizar la participación real, oportuna, 


y efectiva de los grupos étnicos en la toma de decisiones de 
proyectos, obras o actividades que los afecten, con el fin 
de proteger su integridad étnica y cultural (Ministerio del 
Interior, 2013). Así, la consulta previa es un derecho funda- 
mental y una forma de salvaguardar la integridad étnica y 
cultural de los pueblos indígenas; de acuerdo al Convenio 
169 de la OIT es un mecanismo para preservar la integr1- 
dad étnica y cultural, la pervivencia como pueblos y “no un 


trámite o un procedimiento””. 


Il” Convenio 107 de la OIT ratificado por la Ley 31 de 
1967; Convenio 169 de la OIT ratificado por la Ley 21 de 
1991; Convenio Fondo para el Desarrollo de los Pueblos 
indígenas ratificado por la Ley 165 de 1994; Convenio so- 
bre Diversidad Biológica ratificado en la Ley 165 de 1994; 
Decisión 391 de 1996 de la Comisión del Acuerdo de 
Cartagena; "Iratado de Cooperación Amazónica ratificado 
por la Ley 17 de 1981; Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, y Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos ratificados por la Ley 74 de 
1968; Convención sobre los Derechos del Niño ratificada 
por la Ley 12 de 1991 (Rodríguez, 2010). 


2 Pronunciamiento de los pueblos étnicos en el marco de 
los 25 años de implementación del convenio 169 de la OIT 
suscrito por Colombia. Bogotá 10 de julio de 2015. 
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Como lo afirma la Corte Constitucional: 


La participación de las comunidades indíge- 
nas en las decisiones que pueden afectarlas en re- 
lación con la explotación de los recursos naturales 
ofrece como particularidad el hecho de que la re- 
ferida participación, a través del mecanismo de la 
consulta, adquiere la connotación de derecho fun- 
damental, pues se erige en un instrumento que es 
básico para preservar la integridad étnica, social, 
económica y cultural de las comunidades de indíge- 
nas y para asegurar, por ende, su subsistencia como 
erupo social. (Corte Constitucional, 1997, p. 20). 


En un contexto en el que la gobernabilidad regional 
se encuentra fuertemente determinada por la pugna entre 
poderes locales para el control de las regalías provenientes 
del extractivismo, ¿qué posibilidades y retos enfrentan las 
comunidades indígenas del Alto San Jorge en el ejercicio 
de sus derechos fundamentales a la autodeterminación y la 
participación? Para responder esta pregunta, se procederá 
a relatar un caso concreto que ilustra las imbricadas rela- 
ciones y conflictos que se tejen por el control de las admi- 
nistraciones locales de la región, acto seguido se desarrolla 
un apartado sobre la consulta previa, entendida como el 
derecho fundamental de participar y decidir de los pue- 
blos indígenas en medio de este panorama. Para finalizar, 
se presentan las capacidades y habilidades de autogobier- 
no y convivencia que han desarrollado estas comunidades 
para pervivir como pueblos en medio del conflicto armado 


y que en el presente momento histórico se convierten en 


importantes aportes para la construcción de paz territorial. 
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La creación del municipio de San 


José de Uré y los conflictos en el 


Gobierno local por el control de 
regalías 


Una muestra clara de lo anterior tiene que ver con 
la reciente creación del Municipio de San José de Uré, en 
cuya jurisdicción habita el pueblo indígena emberá katío de 
Dochama. En el 2007, y bajo la Ordenanza 011, el corre- 
gimiento de San José de Uré fue escindido de Montelíbano 
para pasar a ser un ente territorial con independencia ad- 
ministrativa y una población de 14.300 habitantes, carac- 
terizada por su plurietnicidad representada no solo en los 
indígenas zenú y emberá, sino también en el Palenque de 
Uré habitado por afrodescendientes desde 1595 (Municipio 
de San José de Uré, 2016). Aunque el nuevo municipio tuvo 
dificultades iniciales en su administración, según reportajes 
como el de la revista Semana (“Cómo borraron a un mu- 
nicipio”, 2014), su creación contribuyó notablemente en el 
acceso de la población local a la política social del Estado y, 
por ende, a la garantía de sus derechos, así como a la am- 
pliación de las posibilidades de participación de los grupos 
étnicos presentes en el municipio. 


En tres años han logrado pavimentar cerca del 
80 por ciento del escaso casco urbano, construyeron 
colegios, escenarios deportivos, una planta de agua 
potable que surte del liquido a casi 90 por ciento de 
la zona urbana, crearon transporte escolar para los 
niños de las zonas rurales, trajeron el programa de 
familias en acción e incluso instalaron zona Wi Fi 
eratis en uno de los nuevos parques del municipio. 
Además, siendo un pueblo tan joven, en 2013 pasó 
del puesto 25 al puesto 16 en desempeño fiscal entre 
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los 30 municipios de Córdoba. (“Cómo borraron a 
un municipio”, 2014, párr. 7). 


Esto en gran medida debido a que, para el 2013, la 
Alcaldía Municipal de San José de Uré solicitó la redistri- 
bución de las regalías provenientes de Cerro Matoso, re- 
cursos que habían sido congelados por malos manejos a 
la administración de Montelíbano y que, al ser liberados, 
representaban la entrada de 24.900 millones de pesos para 
Uré y otros 5.000 millones para Puerto Libertador. Esta 
situación generó varias tensiones entre los poderes locales 
relacionados con las administraciones municipales, en un 
momento que coincidió con el asesinato del director de re- 
galías de la Gobernación de Córdoba, Jairo Zapa. 


De hecho, ya en el 2008, mediante Ordenanza 024, se 
redelimitó el territorio de San José de Uré con el objetivo de 
extraer de su jurisdicción la zona donde se ubica la mina de 
Cerro Matoso, lo que dejó al municipio con una población 
de 12.000 habitantes. Igualmente se han presentado dos 
demandas ante el Tribunal Contencioso Administrativo de 
Córdoba, que buscan anular la ordenanza que le dio vida 


Jurídica al municipio, una de ellas cuenta como coadyuvan- 


te al propio alcalde de Montelíbano y en la más reciente se 
arguye como principal motivo para su anulación la existen- 
cla de vicios de forma en la creación del municipio, princi- 
palmente que no se realizó la consulta previa a los grupos 
étnicos, aunque son ellos quienes salieron a las calles en 
protesta pacífica por la anulación del municipio. 


Aunque no existen claridades sobre los intereses que 
se anudan en esta situación, es evidente un conflicto de po- 
deres locales por el acceso y control de las regalías derl- 
vadas de Cerro Matoso. Esta situación se complejiza aún 
más sl se tiene en cuenta que, durante el periodo de mayor 
control de las autodefensas en la región, 1998-2005, fue po- 
sible evidenciar toda una red de cooptación de las regalías 
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a través de las administraciones locales, esto por medio de 
articulaciones entre élites locales y actores armados para 
la apropiación de rentas, que irían a financiar a dicho gru- 
po armado y a determinar las prioridades de desarrollo 
territorial para la región. (Bernal, 2009, como se citó en 
Serrano, 2016). 


Lo anterior plantea serias dificultades para la garantía 
de los derechos de autodeterminación y participación de 
las comunidades indígenas de la región, toda vez que en el 
ejercicio de su autogobierno deben convivir en medio de 
este difícil panorama. Como lo demostró la demanda de 
nulidad de la creación del municipio, la consulta previa es 
asumida por las autoridades locales como un procedimien- 
to formal, útil en términos procedimentales, pero ineficaz 
s1 de escuchar la voz de las poblaciones indígenas se trata. 


La consulta previa como derecho 


fundamental en el Alto San Jorge 


Pese a que las comunidades indígenas zenú suman más 
de 40 años enfrentando los efectos nocivos generados por 
proyectos de extracción minera, solamente hasta el 2007, 
tras el reconocimiento del Ministerio del Interior de su cali- 
dad de grupo étnico, se presentó el primer ejercicio de con- 
sulta previa para la expansión de la mina de Carbones del 
Caribe. Según las autoridades indígenas, aunque el pueblo 
zenú da cuenta de 64 Cabildos Indígenas en la región, a la 
fecha, el Ministerio del Interior solamente reconoce 34 de 
estos. 
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Tabla 3. Procesos de consulta previa que se realizan actualmente o 
se han realizado anteriormente al pueblo indigena zenú del Alto San 
Jorge 


Convenciones: 

E = Nombre ejecutor 

Etapa: A = Apertura, PC = Preconsulta, PA = Preacuerdos, TI = "Talleres de 
impactos, P'I' = Protocolización, U = Cierre 


PUERTO LIBERTADOR 


Comunidad 


Nombre POA TS 
indígena 


Etapa Fecha 


Expansión minera de 


Cerromatoso S.A. Centroamérica C USA 


Proyecto de autogenera- 
ción eléctrica y línea de Centroamérica 20/10/09 
transmisión 


Centroamérica 06/08/10 


Buenos Aires 
Proyecto de explotación de Abeja 05/08/10 


carbón concesión San Pedro 


Guacarí La 
sur-Las Palmeras 


Odisea 05/08/10 


Cerromatoso S.A. 


Puente Uré 06/08/10 


Recuperación de níquel Guacarí La 
en minerales de bajo te- Odisea 
nor a través de un proceso 


2 OS 


hidrometalúrgico Centroamérica 30/03/12 
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Explotación de carbón a 
cielo abierto, título minero La Lucha 05/09/11 
Fin-104 


La Lucha 09/05/15 
Título minero FKG-107 


Geocosta Ltda. 


Miraflor 09/05/15 


06/05/15 
06/05/15 


Concesión minera No. He Poe 02/07/15 
5-082 
18/07/15 


18/07/15 


Construcción de un ga- 
soducto de conexión en 
material de acero al carbo- 
no sch 40 diámetro 4 para 
atención de nuevos y futuros 
usuarios 


Parcialidad 
Indígena 11/03/16 
Santiago Abajo 


* 
Q 
pS 
[a] 
o 
2 
2) 
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3 
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* Juan Manuel Ruiseco V. £ CIA SCA, Seelig Road Group INC. Y Zanesfield 
Trade INC. 
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SAN JOSÉ DE URÉ 


Comunidad 


E Nombre POA e 
indígena 


Etapa Fecha 


Expansión minera 


Puente Uré C 
Cerromatoso S.A. 


26/03/14 


Proyecto de autogenera- 
ción eléctrica y línea de 
transmisión 


Puente Uré 20/10/09 
Recuperación de níquel 
en minerales de bajo te- 

nor a través de un proceso 


Cerromatoso S.A. 


Puente Uré 26/06/16 


hidrometalúrgico 


PLANETA RICA 


Café Pisao 
El Corral 
El Rosario 


05/10/15 
06/10/15 


03/10/15 


Plaza Bonita 


Área de perforación explo- 
ratoria VIM 8 y su área de 
influencia 


Loma de Piedra INGA 


Providencia e AS 


San Juan de 
Dios de las PT 
Pelonas 


Café Pisao PC 
El Corral PC 
El Rosario PC 
Loma d Piedra C 17/08/15 


Providencia C 17/05/15 


Adaptado de “Respuesta EXTIMI 16-0029158 de fecha 16/06/2016”, por 
Ministerio del Interior, 2016. 


11/12/15 


Hocol S.A. 


15/08/15 
16/08/15 
16/08/15 


Plan de manejo ambiental 
para el programa sísmico 
3D del Bloque Vim-8 
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Según la tabla 3, el pueblo indígena zenú del Alto San 
Jorge participa o ha participado en 28 procesos de consulta 
previa entre el 2009 y el 2015, en su mayoría para la am- 
pliación de proyectos mineros que no fueron consultados 
en su momento. Otros se han dado de cara a la implemen- 
tación de centrales y líneas de transmisión de energía eléc- 
trica para la alimentación de la central de Cerro Matoso 
—-que constituye el proyecto con mayor consumo de ener- 
gía eléctrica del país— y más recientemente se han dado 
procesos de consulta para la exploración y extracción de 
hidrocarburos y del mineral oro. Con respecto a la mane- 
ra en que se han desarrollado dichas consultas, el Plan de 
Salvaguarda del Pueblo indígena zenú (s.f.) anota para las 
comunidades del alto San Jorge varias problemáticas: 


Un hecho gravísimo, que se desprende de la 
ausencia de registro de reconocimiento étnico, es 
la vulneración constante del derecho a la consulta 


previa, [...] se han generado una gran cantidad de 


proyectos sin el respeto de las consideraciones que 
sobre ellas pudiesen tener las comunidades de los 
Cabildos; de hecho, algunas de ellas, han perjudi- 
cado de manera directa las condiciones de vida en 
términos sanitarios, ambientales, dietarios, políticos 
y económicos generando incluso desplazamiento y 
desfragmentación en el seno de las comunidades. 
De hecho la queja más recurrente, se da en torno 
a la falta de capacitación, pues si bien en la ma- 
yoría de los casos se desconoce el derecho, en los 
que si se ha dado inicio a procesos de pre-consulta, 
las condiciones resultan siempre adversas para los 
miembros del Pueblo Zenú (Pueblo indígena zenú, 
s.£., p. 70). 
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En entrevista con autoridades indígenas, se menciona 
la consulta previa con Cerro Matoso S.A. para el proyecto 
de expansión minera La Esmeralda, en el Cabildo Centro 
América, como la primera experiencia de consulta en la 
que se establecieron claridades encaminadas a construir un 
conducto regular desde el derecho propio para la consulta 
previa. Á continuación se presenta un testimonio del desa- 
rrollo de la misma: 


6 Hubo unos seis meses de aprendizaje con 

la empresa y las comunidades, fuimos allá 

al fondo del proceso a ver las plantas que iban a cor- 
tar, a ver el agua que iban dañar, el sitio que iban 
a explotar, de ahi aparece que le aportan al cabil- 
do Centroamérica cincuenta hectáreas de tierra y 
un estanque para producción de agua, pero enton- 
ces el agua de ahí no sirve [...] al perforar todo eso, 


esa agua no va servtr, entonces allí no se ha podido 


consolidar el plan de acción por el asunto del agua 
[...] no se puede usar esa agua para ninguna especte 
de proceso, esa agua no sirve ni pa beberla, no sir- 
ve pa bañarse ni sirve pa animales, entonces ellos 
han quedado alli en ese nivel que no han podido to- 
mar unas medidas muy precisas. Entonces según 
dijeron ahorita que iban a dar unas casas, pero eso 
no se ha cumplido, dijeron que iban hacer el tramo 
de carretera y está también empezado, no se ha he- 
cho como debe de ser, entonces alli estamos, 1ban 
a poner unos filtros de aire para todo el control de 
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la contaminación del arre, tampoco se ha colocado 
eso; iban a poner unos contadores en el agua para 
saber qué cantidad de contaminación tenian en el 


agua, tampoco lo han hecho, entonces alli estamos.” 
(Lider indígena zenú, 2016, p. 4). 


Con base a los datos y testimonios presentados, es 
posible afirmar que el derecho fundamental a la consulta 
previa ha sido vulnerado por diferentes motivos para los ze- 
núes. Á continuación se presentan algunas de las principa- 
les falencias observadas en los procesos de consulta previa 
que se han presentado en la región: 


4% Como se expresó en el apartado anterior, la 
consulta previa se ha convertido en un elemento proce- 
dimental para legitimar acciones jurídicas que en mu- 
chas ocasiones van en contra del desarrollo social de las 
poblaciones indígenas. 


% Los procesos organizativos y de gobierno in- 
terno de los pueblos indígenas pasan a un segundo pla- 
no y se debilitan, esto por el desgaste que generan los 
constantes y a veces simultáneos procesos de consulta 
previa. 


% Como lo demuestra el caso de la consulta de 
Cerro Matoso al Cabildo de Centroamérica, no es su- 
ficiente la voluntad política de la empresa para darle 
cabida a la participación de las comunidades, si a la 
par no se tiene la capacidad de establecer medidas que 
mitiguen los fuertes impactos ambientales que generan 
sus intervenciones. Dichas medidas son exigidas por 
las comunidades tras un adecuado proceso de consulta 
previa. 
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% No existen mecanismos ni garantías procesa- 
les que mitiguen las evidentes asimetrías de poder entre 
las empresas y las comunidades indígenas al momento 
de negociar, lo que genera que las comunidades ten- 
gan escaso poder de negociación y toma de decisiones 
(Rodríguez, 2013). 


% No existen mecanismos de monitoreo que 
permitan asegurar el cumplimiento de los compromisos 
asumidos por las partes, como se demuestra en el caso 
de la consulta previa con Cerro Matoso. Igualmente no 
existe claridad sobre las responsabilidades de cada una 
de las partes involucradas en la negociación, entiéndase 
el Estado, las comunidades y las empresas. 


4% Teniendo en cuenta el contexto previamente 


descrito relacionado con los múltiples intereses alrede- 
dor del control de las regalías provenientes de la act1- 
vidad extractiva, se prevé que, al igual que en varios 
casos alrededor del país y en el mismo departamento 
—comunidad emberá del Alto Sinú—, los procesos de 
negociación con empresas sin acompañamiento ni for- 
mación para las comunidades implicadas pueda des- 
embocar en rupturas internas, división y debilitamien- 
to de sus procesos de autonomía territorial. 


De esta manera, es posible coincidir con lo expresado 
por el actual Consejero Mayor de la ONIC, cuando afir- 
ma: “[...] la consulta previa yo la comparo con un señor 
que esta con una espada aquí para matarme pero yo no 
tengo la opción de elegir salvarme, sino dónde mete la es- 
pada para matarme mejor” (Arias, 2016, p. 2). 


Es necesario entonces revisar las diferentes experiencias 
de consulta previa desarrolladas a la fecha y plantear meca- 
nismos eficaces para solventar las falencias anteriormente 
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descritas. Un elemento clave tiene que ver con la capacita- 
ción, no solo para las comunidades indígenas, sino también 
para las autoridades locales. Al respecto es central que di- 
cha capacitación posibilite el intercambio con otros proce- 
sos organizativos indígenas del país que cuentan con una 
trayectoria más amplia en el tema. Además, es necesaria 
la exigencia del acompañamiento y seguimiento de institu- 
ciones del Estado como la Defensoría del Pueblo, y hacer 
que esta sea responsable de impulsar la efectividad de los 
derechos humanos en el territorio nacional; también, de 
igual manera, la Procuraduría General de la Nación y la 
Contraloría General de la Nación. 


Igualmente, y de acuerdo a las recomendaciones es- 
tablecidas por líderes indigenas de otros pueblos como el 
Kankuamo, es necesario permitir espacios amplios de diá- 
logo interno en las comunidades, en donde no primen los 
tiempos establecidos por la empresa, sino la posibilidad de 
que dichas comunidades puedan caracterizar ampliamente 


los impactos generados por los proyectos que les afecten, 


no solamente en términos técnicos, sociales y ambientales, 
sino sobre todo en términos de las afectaciones espiritua- 
les y culturales que puedan generar en sus territorios, en- 
tendiendo a su vez el territorio como una red que va más 
allá de las demarcaciones físicas y abarca otras concepcio- 
nes tradicionales. Una vez más, la necesidad de garanti- 
zar espacios de fortalecimiento cultural, organizativo y de 
afianzamiento del derecho propio es vital para equilibrar 
las asimetrías de poderes y garantizar una real y efectiva 
negociación (Arias, 2016). 


Finalizamos con un argumento clave que apunta a la 
construcción de entendimientos entre autoridades indíge- 
nas y estatales, de cara a la garantía de derechos: el aprove- 
chamiento de las capacidades organizativas de los pueblos 
indígenas y la construcción de paz territorial: 
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La garantía del derecho a la autodetermina- 
ción no depende únicamente del acceso a la tierra 
y la seguridad jurídica de estos derechos [...]. El di- 
seño institucional de ordenamiento territorial debe 
responder a estas demandas, buscando la armoni- 
zación de los poderes a partir del reconocimiento y 
ejercicio de la autonomía. La autonomía territorial 
no solo permite el fortalecimiento y la capacidad de 
negociación de los indígenas frente al Estado, sino 
también frente a los demás actores que ejercen po- 
der sobre los territorios, como los grupos armados 


(Coronado, 2010, p. 120). 


Estrategias de participación 
y autogobierno de los pueblos 
indígenas en el territorio del Alto 


San Jorge 


Para cerrar este informe, es importante visibilizar las 
múltiples estrategias de pervivencia que ha desarrollado el 
pueblo indígena zenú del Alto San Jorge y la comunidad 
emberá de Dochama, para hacerle frente a su actual situa- 
ción de vulneración de derechos fundamentales. A lo largo 
de más de 30 años de proceso organizativo, ambas comu- 
nidades han desarrollado estrategias de participación, con- 
vivencia, resolución pacífica de conflictos e incidencia en la 
toma de decisiones. Sostenemos que las capacidades orga- 
nizativas de estas comunidades constituyen una experien- 
cla fáctica que apunta a la construcción de paz territorial y 
reconciliación, por lo que deben ser protegidas, fortalecidas 
y visibilizadas de cara a la ampliación de la democracia en 
el escenario de posacuerdo. 
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Ejercicio del gobierno propio: 


camino a la autonomía territorial 


Una de las luchas fundamentales de estos pueblos 
ha sido la búsqueda de reconocimiento a través de sus 
estructuras de gobierno con capacidades de adminis- 
tración e interlocución con las administraciones loca- 
les, nacionales y demás actores que conviven en sus 
territorios. 


Para ello, han desarrollado herramientas de autogo- 
bierno como censos poblacionales, ejercicios de carneti- 
zación ——en el caso zenú—, así como la formulación de 
planes de vida y su participación activa en la formulación de 
los planes de salvaguarda estipulados por el Auto 004 para los 
pueblos emberá katío y zenú. Estos ejercicios de gobierno 
propio dan cuenta de la vigencia de la autonomía territo- 
rial que pueden ejercer como pueblos indígenas, además 
de sus proyecciones para el ordenamiento y saneamiento 
de sus territorios. 


Del mismo modo, en cuanto a sus capacidades orga- 
nizativas, el Comité Territorial, como parte de la estructura 
de gobierno mayor del pueblo zenú, ha jugado un impor- 
tante papel en el ordenamiento territorial de los predios 
constituidos recientemente como Resguardo, para ello ha 
privilegiado criterios de conservación de ecosistemas estra- 
tégicos en el ordenamiento productivo de sus territorios. 
Este es un elemento clave ya que se prevé el arribo de nue- 
vas familias indígenas desde los asentamientos fuera del 
Resguardo hacía el interior del mismo, lo que afianzaría 
la unidad como pueblo zenú apuntándole a la autonomía 
territorial. 
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Movilización y organización 


La alta capacidad organizativa y de movilización se 
evidencia en expresiones como el paro frente a Cerro 
Matoso por los zenú o la toma de la Alcaldía de San 
José de Uré por parte de los emberá de Dochama, que 
en la práctica hablan de comunidades cohesionadas, 
activas con procesos de formación ciudadana y apro- 
piación de derechos; sin embargo, dicha situación tam- 
bién refleja las serías falencias de los mecanismos de 
participación ciudadana con enfoque diferencial. 


Así mismo, las Guardias Indígenas emberá katío y 
zenú son una estrategia central de organización y autopro- 
tección, que para el pueblo zenú suman un total de 600 
guardias entre hombres, mujeres, adultos mayores y niños 
pertenecientes a cada uno de los 64 cabildos. Estas estruc- 
turas son reconocidas en la Constitución Política de 1991 
en su capítulo 53, artículo 246, donde se establece la au- 
tonomía de las jurisdicciones especiales: “Las autoridades 
de los pueblos indígenas podrán ejercer funciones jurisdic- 
cionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad 
con sus proplas normas y procedimientos, siempre que no 
sean contrarios a la Constitución y leyes de la República” 
(Constitución Política de Colombia, 1991). 


La principal estrategia de autoprotección de las guar- 
dias indígenas consiste en un eficaz proceso de instituciona- 
lización dentro de su comunidad y frente a los diferentes ac- 
tores externos que tienen incidencia en sus territorios. Una 
de sus labores centrales consiste en el control social de la 
población a través de un protocolo de llamados de atención 
verbal y escrito y la imposición de castigos como el cepo en 
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el ejercicio de su Jurisdicción Especial Indígena. Como par- 
te de su derecho consuetudinario, la guardia y las autorida- 
des mayores del pueblo han establecido interlocución con 
actores externos como la Policía y el Ejército Nacional en la 
articulación para la administración de justicia, igualmente, 
esta estrategia les ha permitido comunicarse con actores 
armados ilegales, en la búsqueda de acuerdos de conviven- 
cia que garanticen los derechos humanos de su población: 


6 Les digo lo mismo que le digo al ejército o a la 
policía, no me gusta que me estén estropean- 

do a las autoridades ni a los comuneros, ni tampoco 
me estén matando los comuneros, así como ustedes 
merecen respeto nosotros merecemos respeto también, 
entonces ellos me dicen no, si se robó una gallina que 
tal cosa pero para eso estamos nosotros, para dialo- 


gar, entrar a dialogar con ustedes” (Lider de la Guardia 


Indigena Zenú, 2016, p. 3). 


Para este caso, se comprende la convivencia como: “Los 
arreglos cotidianos de aprendizaje y negociación, la modula- 
ndad o adaptabilidad de los seres humanos, los que permiten 
que se construya una vida en común pese a que no se com- 
partan objetivos particulares” (Cinep/PPB 2016a, p. 2), pue- 
de entonces afirmarse que estas comunidades dan cuenta de 
un nivel avanzado de reflexión, convivencia y diálogo con 
instituciones del Estado y grupos armados legales e ilegales, 
lo cual puede ser una clave importante de cara a un proceso 
de reconstrucción del tejido social legado por la guerra?. 


I Entendemos que la reconciliación va más allá de esto y alu- 
de también a la garantía de derechos y a la verdad, justicia y 
reparación. 
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Para finalizar 


Ante las limitaciones y dificultades reseñadas anterior- 
mente en el ejercicio de la democracia y la gobernabilidad 
local, y las serias falencias en los mecanismos de participa- 
ción ciudadana con enfoque diferencial como la consulta 
previa, estos procesos de movilización social son mecanis- 
mos claves a través de los que estos pueblos indígenas lla- 
man la atención del Estado, manifiestan sus puntos de vista 
y finalmente participan en la toma de decisiones que afec- 
tan directamente sus vidas y territorios. “Desde este punto 
de vista, la movilización social puede considerarse como 
una expresión no institucional que contribuye y enriquece 


la democracia” (Cinep/PPB, 2016, p. 13). 


El proceso de paz entre el Gobierno nacional y las 
FARC-EP ha mostrado que uno de los puntos fundamen- 
tales para la construcción de vida digna en los territorios 
tiene que ver con la apertura de canales y la generación 
de garantías para la participación política de los más di- 
versos sectores sociales. Es necesario reconocer y dialogar 
con las apuestas organizativas de estos pueblos indígenas 
que durante años han desarrollado respuestas prácticas de 
pervivencia, autonomía y coexistencia con los más diversos 
actores e intereses que en su territorio confluyen. 


El Alto Comisionado para la Paz ha señalado que el 
concepto de paz territorial está unido a la preocupación 
por los derechos y surge de reconocer las brechas en el te- 
rritorio y la necesidad de un modelo de construcción di- 
ferenciada de Estado, donde los componentes del modelo 
de desarrollo deben surgir de las especificidades de cada 
región o territorio (Jaramillo, 2014). Esta situación contras- 
ta con las dificultades que han debido enfrentar los pueblos 
indígenas del Alto San Jorge de cara a lograr la realiza- 
ción de su derecho a la autodeterminación, participación y 
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toma de decisiones. Los actos de violencia evidenciados en 


contra de la población dan cuenta de la imposibilidad de 


ejercer su derecho a una territorialidad alternativa. 
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Este informe está construido desde la perspectiva de 
los derechos a la tierra, al territorio y a vivir en paz de dos 
comunidades indígenas del Alto San Jorge: la comunidad em- 
berá de Dochama y el pueblo zenú del Alto San forge, habitantes 
de los municipios de San José de Uré, Montelíbano, Puerto 
Libertador, La Apartada y Planeta Rica, en Córdoba. 


El documento hace un acercamiento a la historia de 
poblamiento de dichas comunidades y al contexto econó- 
mico general de la zona y de conflicto armado. Además, 
presenta un recorrido por las capacidades organizativas 
de estas comunidades, que, en medio del conflicto armado 
y la inoperancia estatal para garantizar sus derechos, han 
construido y mantenido estructuras organizativas y expe- 
riencias propias de regulación social, que bien pueden ser 
una base para la construcción de paz territorial siempre y 
cuando exista una acción contundente de parte del Estado 
colombiano para garantizar sus derechos. 
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